
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA VIDA Y LA INTEGRIDAD PERSONAL / LEGITIMACIÓN POR ACTIVA / LA TIENE EL MINISTERIO PÚBLICO EN RELACIÓN CON MENORES DE EDAD / NO ASÍ CON LOS MAYORES, SALVO QUE TENGA AUTORIZACIÓN EXPRESA / CASO, INESTABILIDAD DEL TERRENO ADYACENTE A UNA ESCUELA Y A VIVIENDAS.
… de manera previa debe ocuparse la Sala del estudio sobre la legitimación en la causa que les asiste a los intervinientes.

Pues bien, cuenta con ella por activa el representante del Ministerio Público para defender los derechos de los niños y niñas que hagan parte de la comunidad educativa del Colegio Bosques de la Acuarela porque “La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos” y en consecuencia, “Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento…”. (…)
Cuestión distinta a la que sucede con la legitimación del aludido funcionario para socorrer a “los residentes en la urbanización tejares de la loma, en particular de los residentes de las viviendas ubicadas en la manzana 13 casas 28 y 29 y sus núcleos familiares”; porque es inexistente una autorización expresa de las personas a las que se pretende representar y no fueron siquiera individualizadas…
… salta a la vista la responsabilidad del Estado, en aras de salvaguardar los intereses de aquellos menos favorecidos. La jurisprudencia ha hecho énfasis en los programas de atención respecto de tal población, para precisar que tanto frente a fenómenos naturales que puedan generar tragedias, como en los casos del desbordado asentamiento poblacional sin un orden urbano y tecnológico, deben brindarse los apoyos necesarios, precisamente, para evitar esos riesgos.
Tampoco está en entredicho la urgente necesidad con la que debe actuar el Estado para aminorar el inestable y perjudicial entorno en el que se encuentran los beneficiarios de la acción de tutela, y si bien está acreditado que se han emitido múltiples recomendaciones por parte de las autoridades competentes, no lo está que alguna de ellas se haya cumplido, producto de lo cual persiste el riesgo avizorado desde antaño.  

De manera que es claro que la materialización de las obres tendientes a desaparecer, o siquiera menguar, el riesgo sobre los menores se ha mantenido en una absoluta zozobra durante prolongado tiempo, pese a que, se insiste en ello, son múltiples los conceptos técnicos que respaldan el adelantamiento perentorio de obras.
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Acta No. 248 del 12 de junio del 2019 
  



Se decide la impugnación interpuesta por la parte actora contra la sentencia del 6 de mayo último, proferida por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, dentro de la acción de tutela que el Personero de ese Municipio, en calidad de agente oficioso, promovió en favor “de los residentes en la urbanización tejares de la loma, en particular de los residentes de las viviendas ubicadas en la manzana 13 casas 28 y 29 y sus núcleos familiares, y miembros de la comunidad educativa del colegio Bosques de la Acuarela” frente al Municipio de Dosquebradas, la Corporación Autónoma Regional de Risaralda -CARDER-, la empresa AcuAseo S.A. y el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, a la que fueron vinculadas las Secretarías de Desarrollo Agropecuario y Gestión Ambiental, Obras Públicas e Infraestructura y Planeación del Municipio de Dosquebradas y la Dirección del Riesgo del mismo municipio -DIGER-; en procura de la protección de los derechos fundamentales “a la vivienda digna, a la igualdad, a la dignidad, a la vida en condiciones dignas y a la integridad física”, de los que los integrantes de ese grupo son titulares.
ANTECEDENTES

En el escrito se expuso que desde el año 2012 y como producto de la ola invernal que aquejó a muchos sectores del municipio de Dosquebradas, se han presentado desprendimientos en el margen de la quebrada “El Cordoncillo” en el sector donde se ubican el barrio Tejares de la Loma y el Colegio Bosques de la Acuarela, con lo cual se ha generado un alto riesgo de desplome en el terreno.   

En ese sentido hizo un resumen de múltiples conceptos técnicos que han emitidos distintas autoridades especializadas desde el año 2012, que muestran la manera cómo ha avanzado el riesgo del sector, el último de los cuales, emitido por la DIGER, recomienda “realizar obras de estabilidad de talud para disminuir la socavación lateral de la quebrada cordoncillo y no siga socavando el terreno generando inestabilidad y una amenaza para la estructura del colegio bosques de la acuarela” y “retirar el quiosco del colegio (…) con el fin de evitar sobrepesos y el desplome de la estructura generando represamientos”.
En virtud del anterior concepto, en el que también se dijo que “la inestabilidad del sector se debe al mal manejo de aguas residuales que descolan a media ladera, generando desconfinamiento e inestabilidad del terreno” la DIGER, requirió a la empresa AcuAseo S.A., cuya respuesta fue que “si bien es cierto que el vertimiento actual en la avería del tubo incrementa los riesgos de deslizamiento del terreno, es de aclarar que estos no fueron la causa de la afectación al terreno. Dichas obras se encuentran incluidas en la programación de inversiones del presente año.” 

Manifiesta que el municipio de Dosquebradas, a pesar de conocer la amenaza que se cierne sobre los menores de edad que acuden a la Institución Educativa Bosques de la Acuarela y demás ciudadanos del sector, no ha adelantado las obras de estabilización que garanticen su seguridad. 

Se pidió, en consecuencia, ordenar a las autoridades convocadas, que en un término perentorio dispongan lo necesario para ejecutar las labores recomendadas por la CARDER y la DIGER; también ordenar a la Empresa AcuAseo S.A., realizar las obras necesarias a efectos de que no se siga generando una inestabilidad del sector por el mal manejo de aguas residuales que descolan a media ladera. 
  



El Juzgado de primera instancia le imprimió el trámite de rigor a la solicitud y corrió traslado para que se ejerciera el derecho de defensa.





El Secretario de Desarrollo Agropecuario y Gestión Ambiental del Municipio de Dosquebradas, manifestó que la dependencia competente para zanjar la problemática planteada es la DIGER de conformidad con el artículo 43 del Decreto 117 del 2018. En consecuencia, solicitó su desvinculación.




El Secretario de Obras Públicas e Infraestructura de Dosquebradas no se opuso a las pretensiones del amparo, sin embargo, enfatizó en que la cuestión que se trae a juicio es de orden ambiental, y en tal virtud, los llamados a resolverla son el Ministerio de Ambiente y Desarrollo sostenible, la CARDER, la DIGER y la Secretaría de Desarrollo Agropecuario. Solicitó, entonces, su desvinculación. 

 



AcuAseo S.A., expuso que desde el 1° de abril de este año, suscribió un contrato con JM Construcciones Risaralda S.A.S., que tiene por objeto reparar obras de alcantarillado en el conjunto residencial Tejares de la Loma I, con fecha de inicio del 12 de abril y un plazo de ejecución de 30 días calendario. 




La DIGER, adujo que no es de su competencia realizar obras públicas e infraestructurales, que su función se encamina al conocimiento, reducción y manejo de emergencias; informó que desde el 2012 ha realizado un monitoreo constante sobre la zona de riesgo y emitido los informes técnicos de las visitas realizadas en el sector.  Hizo saber que la misma entidad accionante instauró en el 2010 una acción popular contra el municipio de Dosquebradas, en relación al riesgo ocasionado a algunas viviendas pertenecientes a los sectores de Bosques de la Acuarela,  cuya sentencia de segunda instancia proferida, el 12 de julio del 2018, por el Consejo de Estado le ordenó al Municipio de Dosquebradas realizar un diagnóstico de la efectividad de las obras ejecutadas, evaluar el nivel de riesgo y, con base en esa información elaborar un plan de ejecución, de las obras faltantes.




La CARDER adujo que no le corresponde la ejecución de obras civiles de conformidad con en el artículo 1523 del 2012, que esa obligación recae en el municipio de Dosquebradas. 

  



En ese mismo sentido fue la respuesta del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, que también dijo carecer de legitimación en la causa por pasiva.




Sobrevino la sentencia que amparó los derechos fundamentales a la vida e integridad física de los agenciados y le ordenó a la DIGER, en su condición de coordinadora, que en el término de 15 días “realice una nueva visita a la zona de la quebrada Cordoncillo contigua a las viviendas ubicadas en la manzana 13 casas 28 y 29 del Conjunto Residencial Tejares de la Loma, y miembros de la comunidad educativa del Colegio Bosques de la Acuarela de este municipio, donde se está presentado el riesgo, para evaluar el nivel de riesgo actual y las condiciones de vulnerabilidad de las viviendas de los accionantes y de la zona afectada en el Colegio Bosques de la Acuarela y conforme a los resultados obtenidos se activen los programas y obras a que haya lugar, en coordinación con los demás organismos competentes para la prevención del riesgo y atención de desastres”. 

  



Para así decidir, argumentó el funcionario que, en principio, las entidades convocadas han actuado de conformidad con sus competencias, “pese a ello, no se ha brindado una solución que abarque por completo las recomendaciones emitidas por los organismos competentes.” 




Esa resolución dejó inconforme al Personero Municipal de Dosquebradas, quien impugnó, con el fin de que se amplíe y se concrete la orden,  en el sentido de que se le ordene al Consejo Municipal de Gestión del Riesgo de Desastres de Dosquebradas realizar las obras necesarias recomendadas en los conceptos técnicos de la DIGER y la CARDER, y a esta última y a la empresa AcuAseo S.A., efectuar el aporte de recursos económicos necesarios para el efecto.  
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En el caso presente, el personero Municipal de Dosquebradas, hizo uso de este mecanismo en favor “de los residentes en la urbanización tejares de la loma, en particular de los residentes de las viviendas ubicadas en la manzana 13 casas 28 y 29 y sus núcleos familiares, y los miembros de la comunidad educativa del colegio Bosques de la Acuarela”.

En atención a ello, de manera previa debe ocuparse la Sala del estudio sobre la legitimación en la causa que les asiste a los intervinientes.
Pues bien, cuenta con ella por activa el representante del Ministerio Público para defender los derechos de los niños y niñas que hagan parte de la comunidad educativa del Colegio Bosques de la Acuarela porque “La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos” y en consecuencia, “Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento…” (Art. 44. Constitución Política); en ese sentido  jurisprudencia agrega que:

“[T]ratándose de la protección de los derechos fundamentales de los niños, la Constitución impone objetivamente la necesidad de su defensa, sin que interese realmente una especial calificación del sujeto que la promueve en razón, que es la misma Carta la que sostiene que en su defensa también debe intervenir la sociedad.”

Y en una sentencia reciente, la T-209 del 2019, de similares contornos, aclaró:

En consecuencia, si cualquier persona se encuentra legitimada para promover una acción de tutela cuando quiera que considere que los derechos de un niño, niña o adolescente se encuentran comprometidos, es evidente que el personero del municipio de Sardinata puede representar los intereses fundamentales de los menores de la vereda San José de Campo Lajas. A esto se suma el hecho de que los personeros municipales están encargados de vigilar el cumplimiento de la Constitución y defender los intereses de la sociedad
, en especial cuando se trata de sujetos de especial protección
.
Cuestión distinta a la que sucede con la legitimación del aludido funcionario para socorrer a “los residentes en la urbanización tejares de la loma, en particular de los residentes de las viviendas ubicadas en la manzana 13 casas 28 y 29 y sus núcleos familiares”; porque es inexistente una autorización expresa de las personas a las que se pretende representar y no fueron siquiera individualizadas; a reglón seguido, y por su pertinencia, se transcribe el siguiente extracto de la ya referida sentencia:
38.
No ocurre lo mismo con la legitimación de dicho personero respecto de los intereses de los demás miembros de la comunidad de la vereda San José de Campo Lajas. Si bien, en términos generales, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 10 y 49 del Decreto 2591 de 1991 aquellos pueden presentar acciones de tutela en favor de terceros, la jurisprudencia constitucional ha exigido la acreditación de las siguientes condiciones: i) que exista autorización expresa de la persona a la que representan, excepto cuando se trata de menores de edad,  incapaces o cuando las personas se encuentren en estado de indefensión ii) que se individualicen o determinen las personas perjudicadas y iii) que se argumente la forma en que se comprometen los derechos fundamentales de aquellos
. En este caso no existió autorización expresa y, aunque se aceptara que se trata de personas en estado de indefensión, lo cierto es que no se individualizaron.
39.
En un caso semejante, la Corte se pronunció sobre la procedencia de una tutela que había sido presentada por un defensor del pueblo, con el fin de proteger a varias personas ubicadas en zonas de riesgo
. En esa oportunidad únicamente se reconoció legitimación por activa del agente del ministerio público frente al grupo de personas que se encontraba en un listado y que expresamente habían solicitado su colaboración. Al contrario, respecto de las personas a las que aquel se refirió de forma genérica, la Corte concluyó:





“(…) resultaría extraño que el Defensor del Pueblo interponga una tutela para buscar de forma genérica, la protección de la población desplazada por la violencia y de la no desplazada, asentada en zonas de alto o mediano riesgo en la ciudad de Florencia. Como resulta evidente, la acción de tutela se tornaría improcedente, por cuanto dejaría de cumplir los requisitos mínimos de procedibilidad, señalados en el decreto reglamentario de la acción de tutela, especialmente en lo previsto en el artículo 10”.

 



40.  Esta postura fue reiterada en la sentencia T-085 de 2017, en la cual se recordó que “Cuando se trata de personeros, ellos se encuentran legitimados, siempre y cuando identifiquen con claridad la identidad de los posibles afectados” (Negrilla fuera del texto original).
Corolario de ello, la Sala únicamente estudiará la presunta vulneración de los derechos fundamentales de que son titulares los niños, niñas y adolescentes de la Institución Educativa Bosques de la Acuarela y se realizará la modificación de rigor en la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia.  
En lo que respecta a la legitimación por pasiva se cumple en relación con el municipio de Dosquebradas, la CARDER y la empresa AcuAseo S.A. toda vez que hacen parte del Consejo Municipal de Gestión del Riesgo de Desastres de Dosquebradas, “que actúa como instancia de coordinación, asesoría, planeación y seguimiento, destinados a garantizar la efectividad y articulación de los procesos de conocimiento del riesgo, de reducción del riesgo y de manejo de desastres en la entidad territorial (Artículos 76.9.1., Ley 715, y 27 y 28, Ley 1523)”
.
Por el contrario se incumple, y entonces tendrá que modificarse el fallo impugnado para declararse improcedente el resguardo, en lo que atañe con el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y las Secretarías de Desarrollo Agropecuario y Gestión Ambiental, Obras Públicas e Infraestructura y Planeación del Municipio de Dosquebradas, comoquiera que están excluidas del referido cuerpo (Art. 28 Ley 1523 del 2012).
Ahora bien, en relación con los presupuestos de procedencia, inmediatez y subsidiaridad, se satisfacen toda vez que, según los conceptos técnicos que reposan en el expediente, es indudable que persiste el riesgo que se cierne sobre los derechos fundamentales de los estudiantes de la institución educativa Bosques de la Acuarela, para aludir al primero.

Y en lo que toca con el segundo, si bien podría pensarse que la senda idónea para solucionar el intríngulis sería un incidente de desacato en la acción popular con radicado 66001233100020100038502, cuya sentencia de segunda instancia, proferida por el Consejo de Estado, data del 12 de julio del 2018, lo cierto es que los amparados con dicho fallo, son los pobladores ubicados “la quebrada Cordoncillo a la altura de los sectores Bosques de la Acuarela etapas 1, 2, 3, 4, Tamarindo y Nuevo Bosques de la Acuarela del Municipio de Dosquebradas” (f. 121. C. 1), no, específicamente, los estudiantes del colegio beneficiarios de ese amparo. 
Sería impertinente, por otra parte, imponerle a los menores adelantar otra acción popular, dada su condición de personas de especial protección constitucional y la inminencia que el caso demanda
. 




Dilucidado lo anterior, se recuerda que el juzgado de primer grado amparó los derechos fundamentales a la vida e integridad física de los agenciados y le ordenó a la coordinadora de Gestión del Riesgo, realizar una nueva visita a la zona y, según sus resultados, activar los programas y las obras a que haya lugar; decisión que el personero, quien impugnó, considera reducida y abstracta, en la medida que se omitió ordenar la materialización de las recomendaciones entregadas en los conceptos técnicos; así como tampoco se dispuso que la CARDER y a AcuAseo S.A., efectuaran los aportes económicos necesarios para el efecto.   
Pues bien, no se ha puesto en tela de juicio la condición de vulnerabilidad de los estudiantes de la IE Bosques de la Acuarela ni la amenaza que soportan sus derechos fundamentales derivadas de la inestabilidad del terreno en la que se encuentra ubicado parte del colegio; así puede leerse, por ejemplo, en el último informe técnico de la DIGER del 27 de diciembre del 2018, según el cual “12. Se observa que el talud ya presenta estados de instabilidad, generando a futuro una amenaza para la estructura y los estudiantes que diariamente la utilizan” (f. 57, c.1)
En ese contexto, salta a la vista la responsabilidad del Estado, en aras de salvaguardar los intereses de aquellos menos favorecidos. La jurisprudencia ha hecho énfasis en los programas de atención respecto de tal población, para precisar que tanto frente a fenómenos naturales que puedan generar tragedias, como en los casos del desbordado asentamiento poblacional sin un orden urbano y tecnológico, deben brindarse los apoyos necesarios, precisamente, para evitar esos riesgos. Sobre el particular tiene dicho la Corte Constitucional que:
  
“Los efectos perjudiciales que se presentan en este entorno,  son resultado en muchas ocasiones, no sólo de la ocurrencia de los fenómenos como tal, sino también de la alta vulnerabilidad que ofrecen una parte importante de los  asentamientos humanos, como consecuencia de su desordenado crecimiento urbano y del tipo de tecnologías utilizadas en los mismos. A ello se une la degradación y deterioro ambiental que contribuyen al aumento del riesgo no sólo para el hábitat urbano si no en general para el mismo medio ambiente, situación que evidencia la imperante necesidad de implementar un modelo de desarrollo alternativo y preventivo.
 

  



En este orden, si bien la Sala no desconoce la existencia de  condiciones coyunturales, que hacen que se privilegien la atención en la fase de las emergencias, hace un llamado en el marco de la cultura y la política de la prevención y la planeación, instando para la realización de un ajuste institucional que permita ubicar los roles y responsabilidades de las diferentes entidades e instancias, y garantice una acción permanente y coherente en el conjunto del tema a largo plazo y no solamente en algunos de sus aspectos.” 

   



Tampoco está en entredicho la urgente necesidad con la que debe actuar el Estado para aminorar el inestable y perjudicial entorno en el que se encuentran los beneficiarios de la acción de tutela, y si bien está acreditado que se han emitido múltiples recomendaciones por parte de las autoridades competentes, no lo está que alguna de ellas se haya cumplido, producto de lo cual persiste el riesgo avizorado desde antaño.  




De manera que es claro que la materialización de las obres tendientes a desaparecer, o siquiera menguar, el riesgo sobre los menores se ha mantenido en una absoluta zozobra durante prolongado tiempo, pese a que, se insiste en ello, son múltiples los conceptos técnicos que respaldan el adelantamiento perentorio de obras.

  


 
La problemática que hoy convoca la atención de la Sala,  descansa, más bien, sobre lo que se conoce como un perjuicio irremediable, entendido como tal, el que es inminente, es decir, que exige medidas inmediatas para su protección; grave, o sea, que supone un detrimento sobre un bien altamente significativo para las personas; en el que las medidas por adoptar sean manifiestamente urgentes e impostergables, esto es, que correspondan a una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio y eviten su consumación
. 

   



Presupuestos que se reúnen en el caso presente, tal como se ha señalado, ante la innegable necesidad de adoptar medidas  que no dan espera ni se solucionan con la mera emisión de informes técnicos procedentes de entidades especializadas. En virtud de ello, el fallo, en cuanto concedió el amparo a los derechos a la vida y a la integridad física, no merece reparo, más aun cuando se trata, como en el presente caso de menores de edad, personas de especial protección constitucional. 




Tampoco disiente la Sala de la sentencia de primera instancia, en el sentido de que, antes de que se activen los programas y obras a que haya lugar, se ordenó la realización de una nueva visita técnica; esto en consideración a que, en verdad, ha transcurrido un tiempo considerable desde la emisión del último concepto, el 27 de diciembre del año 2018 (f. 54, c.1).




Por esa misma razón es que sería impertinente, acceder a la solicitud contenida en la impugnación, cuyo objeto es que, en sede constitucional, se ordene a las convocadas efectuar los aportes económicos para la realización de unas obras que, como se dijo, deben ser proyectadas en la actualidad, por las autoridades competentes. 





Sobre ese aspecto es pertinente mencionar que la jurisprudencia ha enfatizado, en que los jueces carecen de conocimientos técnicos para determinar, con precisión, las medidas necesarias para evitar una amenaza natural como la que aquí se ventila; Sobre ello la Corte Constitucional ha precisado, por ejemplo, que:




“Esta Corporación ha señalado en forma enfática que si bien el juez de tutela no debe interferir en la ejecución de una determinada obra pública en cuanto a su  oportunidad o conveniencia, sí debe impartir las órdenes orientadas a garantizar el goce efectivo de un derecho fundamental vulnerado o amenazado, aún cuando ello repercuta en la actividad de los entes administrativos y signifique a la Administración tener que “modificar decisiones discrecionales sobre el empleo eficaz del presupuesto disponible”  





Dado que los jueces carecen de los conocimientos técnicos para determinar las especificidades de una obra pública, deben limitarse a definir si se vulneran o amenazan los derechos fundamentales invocados y buscar a través de la participación de las personas o de las instituciones que cuentan con la experticia necesaria, la mejor solución al problema concreto, permitiendo que el afectado tenga aportación dentro del proceso de decisión y que, en el caso de que no pueda establecer una interlocución elocuente con la Administración porque no posee las condiciones para ello, sea en todo caso, asistido por personas o instituciones que le generen confianza para la defensa de sus intereses.”





Por lo dicho tendrá que prohijarse lo decidido en primera instancia, empero, con el fin concretar la realización de las obras que eviten el menoscabo de los derechos fundamentales de los menores, se dispondrá que, si bien el término para la realización de la visita, fue de 15 días, tendrá que, el Consejo Municipal de Gestión del Riesgo, por conducto de la DIGER, en su condición de coordinadora, emitir el correspondiente concepto en el término de 8 días, y una vez se cuente con él, activar las ayudas y obras pertinentes, en el término de 10 días.  





En virtud de lo expuesto en esta sede la decisión será en los siguientes términos:





Se modificará el numeral primero de la sentencia para tutelar los derechos fundamentales, únicamente, de los menores que hacen parte de la Institución Educativa Bosques de la Acuarela y declarar improcedente la acción en lo que atañe a los residentes en la urbanización tejares de la loma, en particular de los residentes de las viviendas ubicadas en la manzana 13 casas 28 y 29 y sus núcleos familiares.





Se modificará el numeral segundo, en el sentido de que las gestiones que se adelanten, tendrán que estar orientadas a la salvaguarda, únicamente, de los menores que hacen parte de la Institución Educativa Bosques de la Acuarela, y de que el plazo para la emisión del correspondiente concepto técnico será de 8 días y el de la activación de las obras pertinentes de 10 días, una vez se cuente con el aludido concepto.
Por último, se modificará el numeral tercero para desvincular al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y las Secretarías de Desarrollo Agropecuario y Gestión Ambiental, Obras Públicas e Infraestructura y Planeación del Municipio de Dosquebradas, porque, como quedó visto, la acción de tutela es improcedente frente a ellos por carecer de legitimación en la causa por pasiva; las demás entidades deben permanecer atadas al trámite porque tienen que ver con el Consejo Municipal de Gestión del Riesgo de Desastres de Dosquebradas.
DECISIÓN

  



En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley MODIFICA la sentencia proferida por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, el 6 de mayo del 2019, en esta acción de tutela iniciada por el Personero de ese Municipio, en calidad de agente oficioso, promovió en favor “de los residentes en la urbanización tejares de la loma, en particular de los residentes de las viviendas ubicadas en la manzana 13 casas 28 y 29 y sus núcleos familiares, y miembros de la comunidad educativa del colegio Bosques de la Acuarela” frente al Municipio de Dosquebradas, la Corporación Autónoma Regional de Risaralda -CARDER-, la empresa AcuAseo S.A. y el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, a la que fueron vinculadas las Secretarías de Desarrollo Agropecuario y Gestión Ambiental, Obras Públicas e Infraestructura y Planeación del Municipio de Dosquebradas y la Dirección del Riesgo del mismo municipio –DIGER-, cuyos numerales PRIMERO, SEGUNDO y TERCERO, quedarán así:




PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la vida e integridad física de los menores de edad que hagan parte de la Institución Educativa Bosques de la Acuarela; se DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela, en lo que atañe a los residentes en la urbanización tejares de la loma, en particular de los residentes de las viviendas ubicadas en la manzana 13 casas 28 y 29 y sus núcleos familiares.





SEGUNDO: Se ordena al Consejo Municipal de Gestión del Riesgo de Desastres de Dosquebradas, por intermedio de la DIEGER, en su condición de coordinadora, que en el término de 15 días contados a partir de la notificación de esta sentencia, realice una nueva visita a la zona donde se está presentado el riesgo, para evaluar el nivel de riesgo actual y las condiciones de vulnerabilidad de la zona afectada en el Colegio Bosques de la Acuarela. 

  



Conforme a los resultados obtenidos, en el término de 8 días, deberá emitir el correspondiente concepto técnico, y una vez se cuente con él, en el término de 10 días, activará los programas y obras a que haya lugar, en coordinación con los demás organismos competentes para la prevención del riesgo y atención de desastres.
TERCERO: Se desvincula al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y las Secretarías de Desarrollo Agropecuario y Gestión Ambiental, Obras Públicas e Infraestructura y Planeación del Municipio de Dosquebradas, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

Oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia T-540 de 2006.


� Cfr., artículo 78 de la Ley 136 de 1994.


� Sentencia T-209 del 2019


� Sentencia T-085 de 2017.


� Sentencia T-078 de 2004.


� Así se explicó en precedente horizontal; TSP. SCF, Sentencia del 3 de noviembre del 2016, Rad. 2016-00488-00 M.P. Duberney Grisales Herrera


� De ese razonamiento también se echó mano en la Sentencia T-209 del 2019.


� Sentencia T-1125 de 2003


� Así lo ha sostenido en innumerables ocasiones la Corte Constitucional; ejemplo de ello, es la sentencia T- 566 de 2016


� Sentencia T-790 de 2009
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